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rabie e impertérrito vengador de la justicia, el 
guardián deí orden, el protector de la inocencia, 
el mártir, en fin, de la buena causa, cuya sangre 
generosa fecundó el suelo chileno. 
Si éstas son también las ideas del Sr. de Fran-
cisco, grato nos será declarar que estamos tan 
conformes con él como con El Repertorio Colom-
biano. 
EL DERECHO DE DEFINIR 
Marzo 15 de 1884. 
Discutíase no há muchos raeses en la Conven-
ción de Quito, la forraa en que había de consig-
narse en la nueva Constitución del Ecuador el 
principio de la soberanía popular. Con esta oca-
sión el diputado D. Julio Matovelle, ilustrado e-
clesiástico, y orador distinguidísirao, expresó es-
tos conceptos: 
"A las razones aducidas por el Honorable Sr. 
Enríquez para manifestar la inconveniencia de 
la moción propuesta, quiero añadir otras más 
que demuestran lo mismo. Es un principio indis-
cutible de Legislación que toda ley debe contener 
disposiciones prácticas, no meras teorías; pues 
que la ley no es otra cosa que un precepto coraún 
arreglado a justicia, que raanda, prohibe o per-
mite alguna cosa. Y si esto es verdad respecto de 
las leyes secundarias, lo es mucho raás respecto 
de una Constitución, que es la ley fundaraental 
de un pueblo, la que, por lo raismo, no debe con-
tener sino disposiciones muy prácticas y muy 
generales. Pero aquí, en Sud-América, ha preva-
lecido la manía de querer hacer de las Constitu-
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ciones cursos de ética, donde, en vez de disposi-
ciones prácticas, se hacen constar teorías filosó-
ficas, muchas de las que aún no son principios 
ciertos, sino tesis muy discutidas en la ciencia. 
Para ejemplo de lo que digo tenemos aquí el mis-
mo proyecto de Constitución que hoy se discute. 
Como si la ley fundamental fuese un curso de éti-
ca, ha principiado esta Honorable Asamblea por 
definir lo que es la Nación ecuatoriana, y por 
cierto que ha dado una mala definición cuando ha 
dicho que —"La Nación ecuatoriana es el conjun-
to de ecuatorianos reunidos bajo el imperio de 
unas mismas leyes". Después de la definición se 
trata ahora de establecer la cuestión filosófica 
del origen de la soberanía. Pero pregunto: ¿con-
viene acaso que en un código de leyes se establez-
can principios teóricos, sin ningún resultado prác-
tico? Esta manía nos viene a los sud-americanos 
de la Convención francesa del 93, la que quiso eri-
girse en legisladora del género huraano, y con es-
ta ridicula pretensión quiso que la Constitución 
que iba a dictar fuese precedida de la célebre de-
claración de los derechos del hombre. Por esto 
Duport decía: "Queremos hacer una declaración 
de derechos para todos los hombres, para todos 
los tiempos, para todos los países, y servir de e-
jeraplo al mundo"; y M. de Castellane añadía que 
"porque no se había hecho aún esta declaración, 
gemían bajo el peso de la esclavitud los pueblos 
todos del Asía y el África". ¿Queremos nosotros 
ahora imitar tan ridiculas pretensiones? No: de 
ninguna manera. Por esto votaré en contra de la 
moción, porque es de todo punto inconducente que 
en la ley fundamental tratemos de establecer 
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cuestiones puramente filosóficas, teorías discu-
tidas aún en las escuelas, que si están bien en un 
curso de ética, no lo están de ninguna manera en 
una constitución. 
Llamamos hoy la atención de nuestros lectores 
hacia la doctrina que expuso en la Asamblea e-
cuatoriana el diputado de Cuenca. 
¿Corresponde al poder civil definir verdades 
morales, principios filosóficos? 
Ante todo hay que distinguir dos clases de de-
finición: la que fija la acepción de los términos 
dentro del lenguaje facultativo, y la que determi-
na de un modo absoluto lo que ha de tenerse por 
verdadero: la definición técnica y la dogmática. 
El legislador civil fija la acepción legal de 
ciertos términos para evitar torcidas interpre-
taciones en la aplicación del mandato. Este géne-
ro de definición es lícito y conveniente: ordéna-
se a comunicar a la ley la mayor claridad posi-
ble, pero de ningún modo a iraponer opiniones a 
los ciudadanos. La acepción legal de un térraino 
es una de las varias con que se registra en el Dic-
cionario de cada lengua, y nadie está obligado a 
guardarla corao doctrina, sino a respetarla corao 
premisa o antecedente en la aplicación de las le-
yes. Del mismo modo fija el matemático el valor 
constante de un signo a, b o c, en el decurso de 
una operación algébrica. 
No se trata de definiciones técnicas, que son 
medios de inteligencia y bases de interpretación. 
Trátase de saber a quién compete definir la 
verdad. 
La Iglesia CatóUca recibió de lo alto la potes-
tad de definir las cosas necesarias para la ^Mti-* 
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ficación de los horabres y salvación de las almas. 
Nuestro Señor Jesucristo dio a los Apóstoles el 
poder de enseñar: id y enseñad a las gentes, y el 
poder de enseñar supone el de definir: prome-
tióles, al efecto, la inspiración divina. Siendo ta-
les verdades necesarias, las definiciones que las 
encierran serán, por lo raisrao, sencillas, comple-
tas, irreformables, y obligatorias. 
Quien no acepta estas definiciones y enseñan-
zas, no pertenecerá a la mística sociedad fundada 
por el Salvador de los hombres. 
Las enseñanzas de la Iglesia se refieren sólo 
a las verdades del orden moral y religioso, a aque-
llas cosas que son necesarias para nuestro bien 
espiritual: sus definiciones son dogmáticas. 
Hay otro orden de verdades que no pertenecen 
a la esfera moral, que no son necesarias para el 
logro de nuestro final destino, y tampoco, por 
tanto, de observancia obligatoria, pero sí útiles 
para el cultivo de la inteligencia y para los usos 
prácticas de la vida. A diferencia de las verda-
des dogmáticas, estas otras pertenecen al orden 
científico. Esta clase de conocimientos, dada la 
limitación del entendimiento humano que los ad-
quiere, son incompletos, y progresivos, es decir, 
sujetos, como lo demuestra la experiencia, a cons-
tantes rectificaciones. La Iglesia, maestra infa-
lible en el orden religioso y moral, nada tiene qué 
hacer como autoridad, por su divina institución, 
en la región científica, lo que no obsta a lá gene-
rosa protección que siempre ha dispensado a los 
estudios. La ciencia profana tiene sus oráculoé 
propios, roá« o menos autorizados, nanea infali-
bles. 
4S3-18 
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Ahora volvemos a preguntar: ¿tiene el poder 
civil facultad de definir en raateria dograática o 
a fallar en asuntos científicos? 
El poder civil ejerce una autoridad que viene 
de Dios, corao todo poder, pero encarainada sólo 
al orden temporal; debe atender a las honradas 
tradiciones nacionales, y en las relaciones entre 
el orden temporal y el religioso, cúmplele acomo-
darse a aquellos principios que mejor consultan 
la bien entendida felicidad de los pueblos. 
El filósofo investiga lo verdadero, sin cuidarse 
muchas veces de su aplicación. El legislador no 
puede hacer tabla rasa, ni dar libre rienda a es-
peculaciones aéreas, a teorías brillantes. No va 
a crear hombres, ni a organizar entidades idea-
les, sino a dirigir sociedades forraadas, que ya 
tienen sus tradiciones y costurabres. Por consi-
guiente el criterio del legislador debe ser poco 
teórico y muy práctico. 
Entre los principios y los hechos, entre las 
creencias y las costumbres, entre lo intelectual y 
lo raoral existe una relación esencial y necesaria. 
Lo verdadero engendra lo bueno; la verdad pro-
duce la libertad: veritas vos liberabit. De aquí 
dos métodos distintos: uno a priori, otro a pos-
teriori; uno que consiste en profesar lo verdade-
ro y confiar en sus derivaciones como que habrán 
de ser buenas; y otro que estriba en adoptar lo 
que ya esta probado como bueno, dando por su-
puesto y sentado que las bases en que se sustenta 
serán sólida verdad. 
- . E l método del legislador es el último, no es el 
primero. Examina el fruto, y si es bueno, planta 
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y cultiva el árbol. Por esto decíamos que su crite-
rio es más práctico que teórico. 
Se objetará que de este modo negaraos al le-
gislador el derecho de razonar. No le negamos el 
derecho de razonar, sino el de dogmatizar. La ley 
es, ciertamente, un "ordenamiento de la razón", 
como la define Santo Tomás; pero un ordena-
miento de la razón "encaminado al bien común y 
promulgado por quien tiene el cuidado de la co-
munidad", añade el angélico Doctor, establecien-
do así la indispensable próxima diferencia, que 
distingue a la ley de los otros actos razonables. 
Todo acto legislativo debe ser razonable; pero las 
razones en que se apoya, si se expresan, deben 
ser la raanifestación de hechos que el legislador 
reconoce, considera y acata. El legislador pru-
dente consulta los principios verdaderos, siempre 
que sea necesario, con fin práctico, para confor-
marse con ellos, no para darse el gusto de especu-
lar y definir por su propia cuenta a costa de los 
subditos. Respeta la verdad, en sus fuentes, no 
la fabrica por propia inspiración. 
El legislador civil que ose forraar un credo re-
ligioso, o que raeta la mano en cuestiones cientí-
ficas, ejerce una usurpación monstruosa en el 
primer caso, en el segundo una intrusión ridicu-
la. 
Esta proposición, evidente para quienquiera 
que se guíe por la luz de la razón natural y por el 
sentimiento de la dignidad humana, no se invali-
da aunque la juzgueraos desde el punto de vista 
de teoría."! noveles y no católicas relativas al ori-
gen y misión de los gobiernos. 
Los apóstatas e incrédulos niegan a la Iglesia 
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Católica el derecho de definir en materias dog-
máticas. Pero, en primer lugar, niegan este dere-
cho porque no creen realmente en la divinidad de 
Nuestro Señor Jesucristo; mas no funda su ne-
gación en que haya inconsecuencia entre esta cre-
encia fundamental nuestra, y el reconocimiento 
de aquel derecho, que de ella mana como legítimo 
corolario. No creen lo que nosotros creemos, pero 
reconocen que somos consecuentes y fieles a nues-
tra creencia. Y en segundo lugar, si no aceptan 
tal poder de definir en la Iglesia, que lo ejerce 
con títulos sancionados por la veneración de los 
siglos, menos pueden reconocerlo en poderes que 
ningún título alegan para que se les oiga como a 
oráculos de la sabiduría. 
Los que profesan la doctrina del interés en po-
lítica, aunque ellos raisraos dogmatizan a su rao-
do, están en general de acuerdo con nosotros, en 
orden a rechazar toda pretensión dogmatizante 
en el poder civil. Entre ellos y nosotros hay dife-
rencias fundamentales: 1^ Ellos, que niegan la 
ley natural y todo principio obligatorio, que no 
reconocen más ley que el interés, y que sostienen 
que cada uno es único juez de lo que le conviene, 
no podrán jamás sacar de su doctrina razón nin-
guna que obligue al legislador a preferir el bien 
común al provecho propio; 2^ Ellos quieren de-
ducir la noción del bien público del menguado sen-
sualismo, mientras que nosotros hacemos descan-
sar la noción del bien público en el Cristianismo, 
término que abraza los diversos, pero armónicos, 
conceptos de moralidad, fuerza y saber. Mas de 
todas suertes, y concretándonos al punto que da 
inateria a este escrito, los utilitaristas y nosotros 
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estamos de acuerdo en que el criterio del legisla-
dor es más práctico que "teórico, y que raira a un 
objeto enteramente distinto del ejercicio de la 
autoridad dogmática y del saber científico. 
Verdad es que, siendo la doctrina utilitaria fal-
sa y contradictoria, unos adeptos la han explicado 
en sentido anárquico, y otros con lógica raás rigu-
rosa e intrépida han ido al absolutisrao. Hobbes, 
el filósofo inglés autor de este sisteraa especial 
de utilitarismo, llega a aceptar en el poder civil 
el imperio bastante para decretar lo que ha de 
creerse en el orden científico, la facultad de de-
finir sin restricción alguna, de tal suerte que el 
legislador puede dictar la tabla de multiplicar que 
ha de enseñarse en las escuelas, con productos re-
vesados y caprichosos. Pero esta doctrina es tan 
monstruosa y tan repugnante al sentido común, 
que, aunque lógica en el punto de vista en que se 
colocó el utilitarista inglés, tendría vergüenza de 
aceptarla el mismo D. Ramón Salas, comentador 
de Bentham, conocido por su cínica adoración de 
la fuerza. 
El concepto del gobierno, cual le han ideado los 
economistas (teoría hoy muy en boga por lo que 
fraterniza con el sistema democrático), es resuel-
tamente desfavorable a los gobiernos dogmatiza-
dores. Nada de política, mera administración, y 
ésta muy respetuosa a la libertad individual: tal 
es el ideal económico del gobierno: buena policía 
y laisser faire. La inteligencia, para el economis-
ta, es una fuerza productora: la enseñanza ofi-
cial, L=;egún su criterio, equivale a una industria 
oficial, como pudiera serlo cualquiera otra; el mo-
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nopolk), en este orden de producción, tan odioso 
como cualquiera otro monopolio. 
Dijérase que los hombres, de diversas escuelas 
liberales, que unániraes niegan que toda autori-
dad viene de Dios, debieran ser los raás celosos 
guardianes de la independencia del pensaraíento. 
En principio la proclaman a tal punto que niegan 
el homenaje debido a la Iglesia docente. Y sin em-
bargo en la práctica son los más tolerantes con 
otros poderes del todo desautorizados que se arro-
gan la autoridad científica, y lo que es más, cuan-
do ellos gobiernan, olvidándose de sus principios 
no sólo dicen con un rey absoluto, L'Etat c'est moi, 
sino algo y mucho más estupendo: —Yo soy el 
Poder DOCENTE. 
En otros términos, los que acatan la infalibili-
dad de la Iglesia, reconocen su propia falibilidad; 
al contrario los que declaman contra aquella infa-
libilidad, y en principio no reconocen ninguna, 
con el mismo orgullo con que se arrojan a negar-
la en absoluto, se sienten muy propensos, en la 
in-áctica, a proceder, y enseñorearse siempre que 
pueden, como si ellos, y sólo ellos, fuesen infali-
bles. 
Contemplan con Hegel, al Estado como "Divi-
nidad real y presente", y erigiéndose por malas 
artes en Estado, celebran su propia apoteosis. 
EL ESTADO DOCENTE 
Abril 1<? de 1884. 
I 
No corapete al Estado el derecho de definir, ni 
en lo dograático, ni en lo científico. 
Esta proposición (sobre la cual discurriraos en 
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otro número) es tan razonable y envuelve una 
verdad tan clara, que para reconocerla y adrai-
tirla basta verla enunciada en térraínos senciUos 
y genéricos. 
No debemos extrañar que muchas veces los (]k)-
biernos, extraviados por la soberbia, y abusando 
de ía fuerza, hayan usurpado facultades que no 
les corresponden, y tratado de imponerse corao 
doctores universales. La justicia corapleta no se 
hace sobre la tierra, y los gobiernos, corao los in-
dividuos, suelen ser grandes pecadores. Pero lo 
que sorprende y aflige, es que se quiera tal vez 
erigir la falta en acción laudable, convertir el 
abuso en derecho; y que haya inteligencias que 
fría e impasiblemente avasalladas al error, pro-
clamen como buena doctrina, hechos que sólo se 
explican como nacidos de ímpetus desordenados 
o de audaz ignorancia, insolencias y tropelías que 
el sentido común y los instintos justicieros del co-
razón humano naturalmente condenan. 
Horacio observa la facilidad con que todos nos 
metemos a poetas, cuando a otras profesiones y 
oficios nos acercamos con respeto y con temor. 
Lo que ha sucedido con la más noble de las artes, 
con ¡a que cultiva las más puras flores del ingenio 
humano, tiene también aplicación a la filosofía 
y a la teología, que ocupan tan altas raoradas en 
la jerarquía de los conocimientos humanos. No se 
atreverá quizá un profano en ciencias a decidir 
sobre el más elemental problema de física o de 
raedicina; pero trátese de problemas morales y fi-
losóficos, y cien imberbes periodistas tomarán la 
palabra para sostener que el principio de toda so-
beranía emana únicamente del pueblo, y para pro-
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testar con "completa indignación", contra algún 
digno magistrado que haya cometido la tontería 
de reconocer y acatar aquella máxima del Após-
tol de las Gentes —que no hay poder que no ven-
ga de Dios. 
Pues, así como los individuos, suelen los Go-
biernos tener tal vez algún pudor para respetar 
los fueros científicos, y al raisrao tiempo osan 
arrogarse la infalibilidad dograática. No se atre-
verán acaso en un decreto sobre hospitales o so-
bre rainas, a echarlas de raédicos o de metalúr-
gicos ; pero allí, y en todas partes, esparcirán ex-
travagancias filosóficas y teológicas. 
¿ Hay consecuencia en esta conducta ? ¿ Por ven-
tura las leyes que gobiernan el mundo moral y 
sobrenatural son materia más accesible y mano-
seable que las que rigen el raundo físico? ¿Hemos 
de aceptar la existencia del calórico, antecedente 
invisible del calor, porque así lo dicen las Acade-
mias; y nos atreveremos, al raisrao tiempo, con-
tra el unánime sentimiento de la humanidad, a 
negar a Dios, causa primera, clave única del 
grande, misterioso escenario del raundo? La hipó-
tesis científica ha de ser siempre respetada, y la 
verdad religiosa ha de ser revocada a duda, des-
preciada, escarnecida? ¿Y el Estado, que por jus-
ta vergüenza de entrometerse en lo que no en-
tiende, no se atreve de ordinario a levantar hipó-
tesis contra hipótesis en el orden científico, sí ha 
de oponer negación a afirmación en el orden re-
ligioso ? —i Por qué ?. . . . 
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II 
Descendiendo de la enunciación de los princi-
pios a la crítica de casos prácticos, curiosa tarea 
sería examinar los antecedentes y la importancia 
de las definiciones caprichosas y contradictorias, 
que el poder civil ha osado proraulgar en raaterias 
morales y teológicas. 
Tal principio se ofrece que, promulgado con 
grande énfasis y estrépito, aparece al cabo am-
biguo, controvertible, ineficaz, aéreo. 
Tal otro que siendo al parecer una mera modi-
ficación de una verdad reconocida, trae en su se-
no el veneno de las adulteraciones ponzoñosas. 
Sirva como ejemplo de alardes ruidosos segui-
dos de general desengaño, el principio de que la 
soberanía reside en las raayorías, el cual es, sin 
duda, uno de aquellos que parecen presidir al des-
envolvimiento de las sociedades modernas. 
Y sin embargo, este principio, que pudiera 
creerse que todo lo dice en materia de formas de 
gobierno, a la luz de la experiencia y bien consi-
derado, nada resuelve: el Presidente de los Esta-
dos Unidos de América y el Emperador de Rusia 
se consideran,uno como mandatario, y otro como 
representante, de la mayoría de los americanos 
y de los rusos. 
Y si nos concretamos a naciones sometidas al 
régimen parlamentario, en Francia e Inglaterra 
elévanse ahora a un raisrao tiempo protestas con-
tra la aplicación del propio principio que atribu-
ye la soberanía al mayor número. 
El Comité reformista, presidido por M. Hervé, 
demuestra que en Francia las leyes han sido siem-
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pre obra de minorías. De quince afios acá, según 
datos recogidos por el mismo comité, sólo dos 
votaciones pueden citarse como emanadas de una 
verdadera mayoría, siendo una de estas votacio-
nes la del plebiscito, napoleónico, y otra la de la 
Asamblea Nacional que después declaró haber 
caducado el anterior régimen. Proclamóse la Re-
pública con mayoría de un solo voto, y los dipu-
tados que la constituían sólo representaban la 
tercera parte de los diez millones de electores que 
hay en Francia. Y en cuanto a las leyes emana-
das del Parlaraento actual, han sido votadas por 
diputados que representan apenas dos millones de 
electores. 
De lo cual deduce el citado Comité reformista 
que cualesquiera que sean las causas de este fe^ 
nómeno, debe reconocerse que la Francia, gober-
nada en principio por el mayor núraero, está de 
hecho sometida a leyes dictadas por minorías, por 
insignificantes minorías. 
Mr. Parnell, por su parte, plantea la cuestión 
en otro terreno: "Reconozco gustoso —dice— la 
autoridad del mayor número, pero siempre que 
los votos se cuenten en Dubiín y no en Londres. 
Gladstone tiene la mayoría en los tres reinos uní-
dos ; yo la tengo en Irlanda; gobierne él en su pa-
tio; yo en el mío". 
Le Monaeur de Rome, a quien debemos los da-
tos precedentes, concluye, valiéndose de una fra-
se proverbial rauy justa, que así radicales como 
conservadores, no aceptan la autoridad de las ma-
yorías sino a beneficio de inventario. 
Ni está esta cuestión circunscrita a los casos 
mencionados. También en España renace con mo-
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tivo de la reciente crisis ministerial, y al paso que 
un diario, testigo de la mayor excepción, como es 
El Liberal, no duda afirmar que "en el sistema 
parlamentario, en que tanto entra la ficción, se 
supone que la mayoría de las Cámaras represen-
ta a la mayoría del país", un diputado a Cortes, 
también liberal, declara que "el sufragio de las 
capacidades vale más que la brutalidad del nú-
mero". Y de esta suerte se buscan hoy nuevas fór-
mulas para dorar lo que antes se creyó principio 
incontrovertible y hoy se considera como una 
ficción útil. 
En nuestra Araérica se reproducen los mismos 
entusiasmos y los propios desengaños; apenas po-
dría citarse tal voto plebiscitario como el que con-
firmó la elección de García Moreno. Alternativa y 
aun coetáneamente todos los partidos creen re-
presentar la mayoría, y si no la tienen la esta-
blecen por la fuerza, por la seducción, por el 
fraude: a la insolencia del vencedor responde el 
desaliento del vencido: falta la fe, porque acaba 
por reconocerse que se fabrica sobre hipótesis, y 
no sobre legítimo fundamento. 
Y nosotros deduciraos de aquí que el principio 
de las mayorías, por sí solo, no subordinado a más 
altos principios, nada decide, nada resuelve; que 
lo que importa (como ha dicho tarabién reciente-
mente un diputado español) no es la extensión si-
no la moralización del sufragio; y que el sufragio 
no puede moralizarse sino por virtud de otras 
causas, otros móviles poderosos que determinan 
el-progreso o la decadencia de la sociedad; que 
\a^. ideologías de procedencia francesa, de que 
tanto renegaba-Napoleón, las teorías absolutas, 
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divorciadas de la religión y de la historia, funesta 
herencia doctrinaria recogida por el Estado mo-
derno, son muy resonantes en palabras, y poco 
eficaces en hechos, si ya no es para promover 
perturbaciones sociales de recordación tristísiraa; 
y que, por lo tanto, el legislador debe inspirarse en 
otro orden de ideas más elevadas, y no ha de fiar 
la salud de los pueblos a la formulación de teorías 
fútiles o peligrosas. 
III 
Sirva de ejemplo del segundo caso que arriba 
proponíamos, esto es, de los graves efectos que 
en otras ocasiones nacen de principios al pare-
cer pequeños, cuando el Estado se ha metido a 
definir, la intromisión que practicó alguna vez la 
autoridad civil en tal o cual de los mandamien-
tos del Decálogo. 
No matarás, dice el Señor. Non occides. ¿Hay 
por ventura mandato de más obvia justicia, ni 
expresado con más sencillez y claridad? 
Pero antójasele a un legislador humano corre-
girle la plana al legislador divino, proponer, co-
rao quien dice, una moción, y en vez de No mata^ 
ras, escribió La vida es inviolable. A primera vis-
ta no hubo aquí sino un cambio de redacción, una 
proposición activa puesta en forma pasiva o neu-
tra. No matar—^no ser muerto—no morir. Mas en 
el fondo hay una alteración sustancial. No mata-
rás, es un precepto dictado a los hombres; no mo' 
rirás, es una promesa que se nos hace, y en vir-
tud de la cual, sí fuese efectiva, seríamos imnor-
tales. £1 l^i6lador <iue éscribié -r*^ vida st int 
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violable, prohibió las pestes, las guerras y la 
muerte natural. Entre las verdades que ostentan 
el poder de Dios, hay una tan aterradora como 
innegable: Dios ha permitido que los hombres 
puedan en su ceguedad, negar al mismo Dios, ne-
gar su propia individualidad; pero Dios se ha re-
servado esa verdad, por nadie revocable a duda, 
que constantemente humilla al soberbio y consue-
la al desgraciado: j la Muerte! ¡ Y sin erabargo, el 
flamante legislador, sin pensar lo que dice, ha 
negado la muerte! porque, ¿qué cosa es la muer-
te sino una violación de la vida? Lo que era un 
deber —no matarás, él ha querido convertirlo en 
un derecho— no morirás; sustituyendo así al pre-
cepto del Sinaí la sugestión de la serpiente del 
Paraíso. —¿Cuál ha sido el resultado? A prirae-
ra vista, y en parte efectivaraente, ninguno; pues-
to que los ciudadanos a quienes protege la pom-
posa garantía constitucional de la "inviolabili-
dad de la vida", siguen muriendo, ya de modo 
natural, ya de golpe violento. Mas !ay! la ley que 
quiso y no pudo hacernos inmortales, entre mil 
géneros de muerte sólo uno acertó a evitar: la 
muerte que impone al parricida la vindicta púbU-
ca; la pena que servía precisamente de sanción 
al mandato No matarás; y paralizó así la acción 
de la justicia, y perdonó, y alentó con la impuni-
dad, a los brazos asesinos. Tal es el sangriento 
medroso resultado de una moción filantrópica. 
IV 
Hasta aqui sólo hemos hablado de los efectos 
<M mboto d« deíiiúr q ^ ee producen direetamNi* 
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te en eí mismo mandato, permiso o prohibición 
legal. ¡Cuántas penas justas no se han suprimido, 
cuántas injustas se han creado a virtud de falsas 
definiciones de la Ubertad, de la tolerancia y de 
otras nociones de derecho natural! Mas, fuera de 
estos efectos directos y particulares, cuyo reme-
dio puede obtenerse con la revisión de las leyes, 
otros hay de orden más extenso, de índole más 
trascendental, que principian a sentirse en todo 
el organismo social, desde el punto en que el Es-
tado, no contento con definir para legislar, define 
para enseñar, se constituye maestro, y hace de la 
enseñanza de sus propias doctrinas una vasta ofi-
cina dc administración. 
El Estado tiene la obligación de educar por los 
medios que le concede el derecho penal: los casti-
gos y recompensas, la persecución de los delin-
cuentes, y la protección a los hombres honrados, 
reprimen el mal, estimulan al bien, y son por lo 
tanto un género de educación pública, aunque 
imperfecto y deficiente. Es uno de los medios de 
educar, promover la buena enseñanza, o, corao 
dice correctamente la Constitución de Río-Negro, 
fomentar la instrucción pública. 
Reconocemos que la intervención del Estado en 
la enseñanza, lo mismo que en la industria, ad-
mite .diversos grados, según la menor o mayor 
cüítura social. Más activa es su intervención 
cuando el interés particular no basta a realizar 
mejoras necesarias; pero en este caso no ha de 
proponerse sólo realizar la proyectada mejora, 
sino despertar también y estimular el interés pri-
vado, iniciar el movimiento a tuya continuación 
deben cooperar todos, El E«tado-no eiS irídustriíl; 
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si ialtando, empero, la iniciativa particular, se 
hace ocasionalmente empresario de ferrocarriles, 
no por eso monopoliza este género de trabajos, ni 
menos su dirección científica, la cual correspon-
de a ingenieros competentes. Del propio modo, el 
Eistado no es doctor; si muerta, decadente o ex-
traviada la enseñanza particular, la establece el 
Estado oficialmente., no yor eso se hace maestro 
universal, sino protector y auxiliador de los que 
tienen misión de enseñar; la parte científica se 
confiará a los sabios, la dogmática y moral a la 
Iglesia. Y si la intervención oficial en tales casos 
es un bien como impulso generador, sería un mal 
que el Gobierno indefinida, perpetuamente, ejer-
ciese una tutela infecunda. 
Ahora, pues, el Estado, confundiendo la obli-
gación de educar, de formar el carácter nacional, 
de fomentar la i lustraci^, con el derecho de doc-
trinar (que pertenece a la Iglesia) y con la pro-
fesión de enseñar las ciencias (que corresponde 
a las universidades, a los cuerpos científicos y los 
organismos docentes), refundiendo en uno tales 
conceptos, que son enteramente diversos unos de 
otros, aunque armónicos, declárase a un tiempo 
uix-trcLor de entendimientos y de conciencias, e 
invadiendo así a la vez con escándalo y violen-
cia los derechos de la religión y de la ciencia, bu-
rocratiza la educación en todas sus manifestacio-
nes. 
El Estado empieza por hacerse definidor: tal 
e» el primer paso en el camino del abuso. Luego se 
hace profesor, enseña lo que define, dicta leccio-
nes por su propia cuenta. Disponiendo de los 
grandes recursos formados con las contribucio-
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nes públicas, ofrece enseñanzas gratuitas, mata 
la competencia, y se alza con el monopolio de en-
señar. No contento con esto, decreta corao obliga-
toria su instrucción. El Estado, armado de la es-
pada de la ley, impone sus opiniones desautoriza-
das y caprichosas, como el mahometano su doc-
trina al filo del alfanje. Tal es la última etapa de 
esta usurpación intelectual, que vemos desenvol-
verse en el Estado moderno, como gigantesca a-
raenaza a toda honrada libertad, y que raás crece 
a medida que más se seculariza el Estado raisrao, 
y que de mayor independencia blasona. 
Hoy, que voces tan elocuentes como la del Pre-
sidente del Cauca, protestan contra las invasiones 
de un alto poder nacional docente, permítasenos 
consignar el recuerdo de un hecho que puede con-
siderarse como que marca época en la historia de 
la servidumbre a que algunos quisieran condenar 
al pensamiento colombiano. Traemos este recuer-
do ajenos a toda recrirainación personal o de par-
tido, persuadidos corao estaraos, que el noble prin-
cipio a que servimos se cierne sobre individuali-
dades y banderías mezquinas, y debe tratarse, 
corao lo trata el General Payan, en el deseraba-
razado terreno del patriotismo y la justicia. Mas 
por lo misrao que ya veraos de lejos aquel aconte-
cimiento, y podemos meditarlo con imparciaUdad, 
esperamos que este recuerdo, engendrando una 
saludable vergüenza, contribuya a que las nue-
vas generaciones rairen con repugnancia las pre-
tensiones del Estado docente, y se inclinen a en-
trar por los caminos de la libertad cristiana. 
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En 1870 regía la naciente Universidad Nacio-
nal, y era en ella Catedrático de filosofía, el Dr. 
D. Manuel Ancízar, caracterizado liberal. Ense-
ñaba por un texto de psicología escrito por él mis-
mo algunos años antes, con arreglo a los princi-
pios de Víctor Cousín. La ecléctica doctrina cou-
siníana no alcanza a ser filosofía católica, pero 
sí espiritualista: no se enseñaba materialisrao en 
la Universidad, y esto bastaba para la tranquili-
dad de los padres de farailia; y aquel Instituto 
marchaba en buen orden y disciplina, con el apo-
yo o la aquiescencia de todos. ¡Ya se ve que los 
católicos colombianos no somos tan exigentes, 
cuando andábamos, hace catorce años, satisfechos 
con que en la Universidad no se enseñara raate-
rialismo! 
Pero esta situación pacífica y grata al patrio-
tismo, para ciertos pedagogos acostumbrados a 
soraeter las inerraes inteligencias juveniles al tor-
pe yugo sensualista, era intolerable. En otro es-
tablecimiento oficial se enseñaba filosofía por el 
texto anticuado de Destutt de Tracy, vertido para 
mayor confusión, en revesada ininteUgible jerga 
por un catedrático de Salamanca del año 808. 
Nuestro profesor de sensuaUsmo era hombre 
unius libri: para él era Bentham único oráculo 
en legislación, Say en econoraía política, Tracy 
en ideología. Juró llevar los textos de Bentham y 
de Tracy a las aulas universitarias, quitar a la 
Universidad su carácter de Nacional, introducir 
en su seno un germen funesto de desmoralización, 
hacerla antipática a los padres de farailia, y con-
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vertirla en odioso instruraento oficial para incul-
car raaterialismo. 
Había urgencia de iraponer textos a la Univer-
sidad, raatando la autonomía del Instituto. La 
cuestión se llevó al Congreso, y el profesor unius 
libri, fue a dar a la Cámara de Representantes y 
al Senado, durante varios días, lecciones de ideo-
logía y de utilitarismo, para demostrar que el di-
funto Conde Destutt-Tracy y Bentham (o Du-
mont) habían sido únicos oráculos verdaderos en 
materias filosóficas y morales. ¡ Como si, dado que 
los Congresales quedaran convencidos, tal con-
vencimiento de neófitos les autorizara en ningún 
caso a imiK>ner sus opiniones, más o menos re-
cientes, a estudiantes y profesores! Consiguióse 
dar a la cuestión color político, y esta sinrazón a 
que suele apelarse a falta de buenas razones, pa-
rece que decidió los ánimos: el Congreso autorizó 
al Poder Ejecutivo para enseñar la filosofía de 
Tracy y el utilitarismo de Bentham. 
En a<iuellos memorables y tristes debates, el 
que esto escribe, presente con otros en la barra 
del Senado, recuerda haber visto levantarse a un 
Senador de aspecto grave y respetable, de quien 
se decía que era hombre educado a la inglesa, y 
que entendía la libertad como los ingleses la en-
tienden, el cual con mucho aplomo y compostura, 
pronunció, en medio del silencio general, estas o 
semejantes palabras: "Señor Presidente: confie-
so ingenuamente que no comprendo lo que esta-
mos haciendo. Yo creo que el Congreso es incom-
j:>etente para definir doctrinas filosóficas o teo-
lógicas, y para señalar textos de enseñanza; por-
que, señor, ni somos Instituto científico, ni somos 
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Concilio ecuménico. El Parlamento es oíra cosa". 
Véase aquí puesta la cuestión en su punto. El 
Sr. D. Justo Arosemena que no es católico y que 
así razonaba, y nosotros, que teneraos la dicha de 
profesar la reUgión de nuestros padres, y que he-
mos guardado en la raeraoria las palabras del 
sensato orador, coincidiraos perfectaraente en es-
te punto, y nos damos la mano en el carapo del 
derecho. La doctrina que en el particular expuso 
el distinguido publicista autor de los Estudios 
Constitucionales, y la que en estos renglones he-
mos consignado, son una misma simple y leal apü-
cación de una máxima jurídica fundamental: 
suum cuique. 
La decisión del Congreso, aunque no en forma 
legal, sino de advertencia al Poder Ejecutivo, lle-
vaba un doble reto a la autoridad religiosa y a la 
científica: a la primera, porque recomendaba tex-
tos prohibidos por la Iglesia, negándola el dere-
cho de veto en materias morales; a la segunda, 
porque despojaba a la Universidad de la facultad 
de dictar programas y fijar textos, y la convertía 
en institutora esclava, a estilo de lo que eran los 
letrados de condición servil en la antigua Roraa. 
¡Ridicula posición a que por lo pronto no quiso 
acomodarse la Universidad! El Consejo universi-
tario pasó el texto de Tracy a tres profesores, 
con encargo de examinarlo e informar sobre su 
valor científico. En aquella ocasión la autoridad 
religiosa y la científica eran naturales aliadas: 
estaban unidas en la defensa de la doctrina espi-
rituaUsta ante una invasión de materialisrao. Pe-
ro la Universidad quiso hacer alarde de absoluta 
independencia (no sin faltar al respeto a la Igle-
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sia Católica) y en la nota que se pasó a la comi-
sión se previno que —"la Universidad Nacional, 
en su calidad de cuerpo docente, que busca y en-
seña la verdad, no tiene para qué indagar si tal 
o cual doctrina es o no conforme con alguna cre-
encia religiosa o política; la ciencia no tiene para 
qué mezclarse en cuestiones de pura fe, que son y 
deben ser ' del dominio de la conciencia indivi-
dual; por lo tanto la comisión que examine los 
textos de filosofía debe limitarse a indagar si las 
doctrinas que contienen están de acuerdo con las 
verdades que la ciencia tiene establecidas (hic 
opus; hic labor) ; —y si como tales son aplica-
bles a la enseñanza de la juventud". 
Dos miembros de la comisión, el Sr. Ancízar, 
ecléctico, y el Sr. Caro ', católico, extendieron lar-
gos informes en que ciñéndose a la discusión cien-
tífica confutaron hasta la saciedad el libro de 
Tracy, patentizando sus errores, deficiencias y 
contradicciones y demostrando que sería una ig-
nominia traer tal antigualla, desfigurada además 
por un traductor intonso, corao texto universita-
rio °. 
El tercer informante, discípulo del doctor 
unius libri, y apenas iniciado en la doctrina, dis-
curría con todo el atolondramiento y el ardor de 
un neófito. Habló contra el silogismo, como si es-
' Este Imperioso debe ser indica que la Universidad no esta-
ba exenta del mismo espíritu usurpatorio y de Imposición que 
dominaba El "Estado docente". 
• como este artículo, lo mismo que todos los precedentes 
se publicó anónimo, el autor habla de sí mismo en tercera per-
sona. (Nota editorial). 
' Véase Anales de la Universidad, entrega correspondiente a 
octubre 1870. 
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ta forma fuese un artificio aristotélico, una mis-
tificación perniciosa, y no una forma natural del 
raciocinio, operación propia y característica del 
entendimiento humano; y con esto, y algunas fra-
ses declamatorias contra el imperio de la impos-
tura ', se despachó en pocos párrafos el profesor 
' Transcribimos algunas de estas frases, para que se vean 
los Inícilces principios de ia propaganda sensualista en Colom-
bia: "Me aparto del uso común que hace consistir la lógica en el 
arte de hacer silogismos. Este arte lo creo radicalmente falso, 
y asi se ha demostrado. El se funda en el axioma de que dos co-
sas iguales a una tercera son iguales entre sí. Esto es verdad; 
pero no lo es que las dos ideas de un Juicio sean Iguales bajo 
ningú aspecto: jamás el sujeto de un Juicio es igual al atribu-
to: luego —(aquí está el ergo silogístico)— si un razonamiento 
nos viene a dar por resultado esa igualdad, en vez de la verdad 
del Juicio lo que nos probará será su falsedad". —(Como aquél 
que hablaba prosa sin saberlo, no cayó en ia cuenta el autor de 
este argumento, de que argtlia silogistlcamente; sólo que una 
de ias premisas es falsa: el sujeto de toda proposición está com-
prendido en ei predicado y se identifica con el predicado en par-
te de la extensión de éste, lo cual basta para que el silogismo sea 
una operación matemáticamente exacta. Los baconismos han 
negado la eficacia del silogismo para el adelantamiento de las 
ciencias físicas, por cuanto desciende de lo general a lo particu-
lar, y la indagación va por inducción, de los casos particulares 
a las leyes generales, etc. Pero nadie ha negado ia exactitud de-
mostrativa del método de deducción o silogístico. Nuestro profe-
sor va más lejos: según él en todo silogismo bien hecho, la con-
clusión prueba lo contrario de lo aue dicell 
"La mejor garantía que da ia lógica del Conde de Tracy es 
que ella no puede servir de fundamento a ningún sistema de 
imposturas con que se eiíplote la ignorancia o ia credulidad de 
los pueblos: esa lógica es útil a los engañados y no a los enga-
ñadores. Probad llevarla a cualqxilera de esos países donde los 
hombres son victimas de sus mismos errores, y veréis el terrible 
e^cAndulo que forman los explotadores de éstos". —(El autor de 
este párrafo encargó a Francia un ejemplar de la última edi-
ción dc Tracy; se le contestó que tal obra no se haUaba ni en 
puestos de libros viejos; —¿ocaso porqxte en Frnncia los libreros 
son victinifis de sus propios errores?) "He buscado nuevas verda-
des en los nuevos libros que he podido haber; y en general lo que 
he hallado son viejos errores que en la época presente ha vuelto 
a poner de moda la reacción de esa filosofía oficial que se pro-
pone agotar las ciencias para que sirvan a los Intereses doml-
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nombrado para llevar a la Universidad la doctri-
na sensualista y desterrar de allí las aberracio-
nes espitualístas. 
Vistos tales informes, el Consejo de la Escuela 
de Literatura y Filosofía, presidido e inspirado 
por el Dr. Antonio Vargas Vega, resolvió con fe-
cha 7 de Noviembre, "pedir respetuosamente al 
Poder Ejecutivo Nacional que solicite del Con-
greso para la Universidad la plena libertad de 
elegir los textos de enseñanza en sus Escuelas". 
Elsfuerzo inútil. Impusiéronse los textos; el 
Rector de la Universidad hizo diraisión de su car-
go; y el Instituto siguió en silencio atado al yugo 
del Estado docente. El sistema autonómico que 
ha dado vida a las grandes Universidades euro-
peas fue muerto. Hoy gobierna a la Universidad 
una Junta de personas nombradas por el Poder 
Ejecutivo Nacional. 
VI 
El Dr. Francisco E. Alvarez, testigo de la ma-
•yor excepción, como que fue uno de los que inter-
vinieron activamente en la introducción de tex-
tos, de que hemos hecho aquí memoria, ha traza-
do en uno de sus últimos escritos publicados po-
cos meses há, el cuadro más desconsolador y me-
lancólico de lo que vale mental y moralmente la 
juventud educada oficialmente en los últimos a-
aos, y en un discurso aún raás reciente, refirién-
nantes". —(La filosofía, si tal nombre merece que predicaba el 
autor de estas líneas, era precisamente la que se impuso, oficial-
mente, para acogotar —valgan sus palabrae— la autonomía de 
las Universidades. Y basta como muestra). 
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dose a datos irrecusables, declara que "los pa-
dres de farailia han perdido sus sacrificios, los 
jóvenes su tiempo y su moralidad, y la sociedad 
sus esperanzas" ". 
¡ Y después de tantos y tan costosos desenga-
ños, todavía hoy mismo, se plantea la cuestión 
de quién debe dirigir el entendimiento del pueblo, 
y se decide facilísimaraente considerando tal di-
rección como una imprescindible función admi-
nistrativa ! 
En nombre de la libertad religiosa, lastimada 
por el doctrinarisrao oficial, en norabre de la au-
tonomía de los Estados, y de la Constitución Na-
cional, que garantiza a los colombianos el dere-
cho de dar y recibir libreraente la instrucción, y 
que al Gobierno atribuye únicaraente la facultad 
de fomentarla, el Presidente del Cauca propone 
un saludable Non plus ultra a las crecientes inva-
siones del Estado docente. Los que se oponen e 
in.sultan al General Payan, sólo porque los cató-
licos le apoyan, se exponen a ahogar la libertad, 
de que se llaman defensores, por prurito de llevar 
la contraria a los que hoy, por espíritu de justi-
cia, deseamos verla salva. 
En estos moraentos, confiando nosotros en la 
política de conciliación que por fortuna ha gana-
do terreno y favor en los últimos tiempos, hemos 
creído oportuno recordar a nuestros compatrio-
tas, sin distinción de partidos, la sabia y mode-
radora palabra del Sr. Arosemena: "El Estado 
no es Instituto científico ni Concilio ecuménico". 
• Arvales del Seriado, número 10, de 27 ds Febrarp de 1884. 
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